El siguiente es el documento presentado por la Magistrada Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Corporación.
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SENTENCIA DE TUTELA – 1ª Instancia –
 23 de noviembre de 2016

Radicación Nro. :


66001-22-13-000-2016-01058-00
Accionante:


LUIS EFRAÍN ZAPATA ZAPATA
Accionados:


DIRECTOR NACIONAL DE IDENTIFICACIÓN DE LA REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL
Proceso:



Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
Tema:



DERECHO A LA NACIONALIDAD / Agente oficioso / No se demostró impedimento del interesado / Falta poder especial para actuar en nombre del interesado. “En este caso Luis Efraín Zapata Zapata dijo actuar como agente oficioso de María Lucila Pinzón Díaz, empero no expresó hecho alguno del que pueda deducirse que la citada señora se encuentre impedida para ejercer su propia defensa. (…) [E]l poder para instaurar la acción de tutela debe ser especial, otorgado por la persona lesionada en sus derechos fundamentales, del que pueda deducirse de manera precisa la autoridad contra la que ha de dirigirse, el motivo específico que justifica la solicitud de amparo y los derechos que se estiman vulnerados. No hay entonces cómo deducir que el citado señor esté legitimado para solicitar el amparo respecto de los derechos supuestamente vulnerados a la señora María Lucila Pinzón Díaz. En consecuencia el amparo será negado.”.

Citación jurisprudencial: Sentencia T-787 de 2007 / Sentencia T-031 de 2016.
----------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, noviembre veintitrés (23) de dos mil dieciséis (2016)

     
Acta No. 552 de 23 de noviembre de 2016

Expediente 66001-22-13-000-2016-01058-00

Se decide por medio de esta sentencia, en primera instancia, la acción de tutela promovida por el señor Luis Efraín Zapata Zapata, quien dice actuar oficiosamente en nombre y representación de María Lucila Pinzón Díaz, contra el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la que fue vinculado el Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el promotor de la acción los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Mediante resolución 1791 de 24 de marzo de 2009 se canceló la cédula de ciudadanía de su representada, por cuenta de haber adquirido la nacionalidad alemana. 

1.2 El 13 de septiembre de este año la Ministra de Relaciones Exteriores de Colombia emitió acta de recuperación de nacionalidad No. 14 de 2016 a favor de la señora María Lucila Pinzón Díaz.
1.3 El día 19 de septiembre último elevó solicitud a la Registraduría Nacional del Estado Civil y como no obtuvo respuesta, a principios del mes de octubre reiteró esa petición.

1.4 Mediante oficio del 13 de octubre, la Registraduría Seccional de Dosquebradas se pronunció para indicar que dio traslado de la reclamación a la Dirección Nacional de Identificación en la ciudad de Bogotá. 
2. Considera lesionado el derecho fundamental a la nacionalidad y para obtener su protección solicita se ordene a la autoridad demandada declarar hábil la cédula de la señora María Lucila Pinzón Díaz. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Mediante proveído del pasado 16 de noviembre se admitió la acción, se ordenó vincular al Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas y, entre otras pruebas, de oficio, se requirió al promotor de la tutela para que acreditara la representación que ostenta frente a la señora María Lucila Pinzón Díaz.

2. El señor Luis Efraín Zapata Zapata se pronunció para indicar que actuando “oficiosamente en nombre y representación” de la accionante, aporta copia del poder que le otorgó para reclamar su pensión de vejez, la cual le fue negada porque la cédula de ciudadanía se encuentra cancelada.
3. El Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas incorporó copia del oficio remisorio al Director Nacional de Identificación de la solicitud presentada, del oficio por medio del cual se dio a conocer esa situación al promotor de la acción y de las constancias de envío.
4. La Jefe de la Oficina Jurídica de la Registraduría Nacional del Estado Civil indicó que de conformidad con la Coordinación del Grupo Jurídico de la Dirección Nacional de Identificación, a nombre de la señora María Lucila Pinzón Díaz se expidió la cédula de ciudadanía No. 34.056.105, documento que fue cancelado por extranjería, mediante resolución No. 1791 de 2009; con ocasión a la solicitud recibida el 18 de octubre pasado se “estudia la viabilidad de expedir acto administrativo que revoque parcialmente la Resolución Nº 1791… a fin de determinar la procedencia de restablecer la videncia de la cédula de ciudadanía” y que una vez se encuentra en firme dicho acto, se pondrá en conocimiento de la interesada de forma inmediata.
C O N S I D E R A C I O N E S

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. De conformidad con el artículo 10 del decreto citado, la tutela podrá ser ejercida por la persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien podrá actuar por sí misma o por medio de representante. Esa disposición también autoriza agenciar los derechos ajenos, cuando el titular no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

3. De acuerdo con ese precepto, la acción de tutela debe ser intentada por la persona que considera lesionado un derecho fundamental del que es titular, para lo cual puede actuar por sí misma o por quien la represente. En este último evento no se autoriza una representación ilimitada y por ende, para obrar a nombre de otro, en procura de obtener amparo constitucional, debe haber justificación aceptable, para lo cual resulta menester acreditar que se es el representante legal de la persona en cuyo nombre se actúa; o aportar el respectivo poder para obrar y de intervenir un tercero como agente oficioso de quien ha resultado lesionado en sus derechos, debe señalarlo de manera expresa e indicar las razones por las cuales no puede el perjudicado promover su propia defensa. 

Sobre el tema ha dicho la Corte Constitucional
:

“En efecto, aunque una de las características procesales de la acción de tutela es la informalidad
, esta Corporación ha indicado que la legitimación para presentar la solicitud de amparo, así como para actuar dentro del proceso, debe encontrarse plenamente acreditada
. 
 

Así las cosas, tanto la jurisprudencia constitucional, como las normas que regulan la materia, coinciden en señalar que la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) A través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso
.
 

En relación con la interposición de la acción de tutela a través de un agente oficioso, esta Corporación ha señalado que, conforme al artículo 86 de la Constitución Política y el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la agencia oficiosa se deriva de la imposibilidad del titular de los derechos fundamentales de promover su propia defensa ante el juez de tutela. Es decir, a fin de garantizar la protección y eficacia de los derechos fundamentales del agenciado, la ley y la jurisprudencia admiten la interposición de la acción de tutela a través de un tercero indeterminado
 que actúe en a su favor, sin la mediación de poderes.

En este sentido, la Corte ha manifestado en múltiple jurisprudencia que la presentación de la solicitud de amparo a través de agente oficioso, tiene lugar cuando: (i) El agente oficioso manifiesta actuar en tal sentido; y, (ii) de los hechos y circunstancias que fundamentan la acción, se infiere que el titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados se encuentra en circunstancias físicas o mentales que le impiden su interposición directa
. 

Así las cosas, si en un caso no se llegare a cumplir con cualquiera de las condiciones antedichas, se configurará falta de legitimación en la causa…” 
En este caso el Luis Efraín Zapata Zapata dijo actuar como agente oficioso de María Lucila Pinzón Díaz, empero no expresó hecho alguno del que pueda deducirse que la citada señora se encuentre impedida para ejercer su propia defensa.

Y aunque se le requirió para que acreditara la representación que dijo ostentar respecto de la citada señora, se limitó a aportar copia de un poder que ella le otorgó para reclamar su pensión de vejez ante la Administradora Protección Pensiones y Cesantías. 
Sin embargo, ese mandato no lo legitima para instaurar la acción constitucional que ahora se decide porque fue concedido para fin distinto al de instaurar la acción de tutela, tema sobre el que la Corte constitucional ha dicho
:
“2.1.2. En relación con el apoderamiento en materia de tutela, la Corte Constitucional ha señalado que:
 
`(i) Es acto jurídico formal que se concreta en un escrito, llamado poder, el cual, además de ser especial para el caso concreto, se presume auténtico;
 
(ii) Por tratándose de un poder especial, debe ser específico, de modo que aquel conferido para la promoción o para la defensa de los intereses en un determinado proceso no se entiende otorgado para la promoción de procesos diferentes, así los hechos que le den fundamento a estos tengan origen en el proceso inicial;
 
(iii) El destinatario del acto de apoderamiento sólo puede ser un profesional del derecho habilitado con tarjeta profesional. Es decir, la legitimación por activa se configura si quien presenta la demanda de tutela acredita ser abogado titulado y se anexa el respectivo poder especial, de modo que no se puede pretender hacer valer un poder otorgado en cualquier proceso para solicitar el amparo constitucional.´
”
4. En estas condiciones, el poder para instaurar la acción de tutela debe ser especial, otorgado por la persona lesionada en sus derechos fundamentales, del que pueda deducirse de manera precisa la autoridad contra la que ha de dirigirse, el motivo específico que justifica la solicitud de amparo y los derechos que se estiman vulnerados.

No hay entonces cómo deducir que el citado señor esté legitimado para solicitar el amparo respecto de los derechos supuestamente vulnerados a la señora María Lucila Pinzón Díaz. En consecuencia el amparo será negado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Negar la acción de tutela promovida por Luis Efraín Zapata Zapata contra el Director Nacional de Identificación de la Registraduría Nacional del Estado Civil, a la que fue vinculado el Registrador Municipal del Estado Civil de Dosquebradas. 

SEGUNDO.- Envíese al actor copia de este fallo a su correo electrónico.

TERCERO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

CUARTO.- De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



(Ausente con causa justificada)



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Sentencia T-787 de 2007, Magistrado Ponente: Jaime Araújo Rentería, reiterada en sentencias T-882 de 2013, entre otras


� El artículo 14 del Decreto 2591 de 1991, establece: “La acción podrá ser ejercida, sin ninguna formalidad o autenticación, por memorial, telegrama u otro medio de comunicación que se manifieste por escrito, para lo cual se gozará de franquicia. No será necesario actuar por medio de apoderado”. 


En caso de urgencia o cuando el solicitante no sepa escribir o sea menor de edad, la acción podrá ser ejercida verbalmente. (…)”


� En este sentido, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-978 de 2006, T-912 de 2006, T-542 de 2006, T-451 de 2006, T-451 de 2006, T-356 de 2006 y T-809 de 2003.


En la sentencia T-899 de 2001 esta Corporación afirmó que: “La exigencia de la legitimidad activa en la acción de tutela, no corresponde a un simple capricho del legislador, sino que obedece al verdadero significado que la Constitución de 1991 le ha dado al reconocimiento de la dignidad humana, en el sentido de que, no obstante las buenas intenciones de terceros, quien decide si pone en marcha los mecanismos para la defensa de sus propios intereses, es sólo la persona capaz para hacerlo”. 


� Al respecto, se pueden consultar las sentencias T-947 de 2006, T-798 de 2006, T-552 de 2006, T-492 de 2006, y T-531 de 2002.


� Sobre el particular, esta Corporación ha sostenido que el ejercicio de la agencia oficiosa, no implica la existencia de un vínculo formal, de filiación o parentesco entre el agenciado y su agente. En la sentencia T-542 de 2006, la Corte afirmó: “En efecto, es del caso destacar que el parentesco no constituye per sé un fundamento suficiente para justificar la agencia de derechos ajenos.  De manera específica, en casos en los que una madre pretende representar a su hijo mayor de edad sin sustentar claramente el impedimento de éste para interponer la tutela, la Corte ha negado la protección de los derechos invocados”. En el mismo sentido, se puede consultar la sentencia T-041 de 1996.


� Al respecto, ver entre otras, las siguientes sentencias: T-623 de 2005, T-693 de 2004, T-659 de 2004, T-294 de 2004, T-452 de 2001 y SU-706 de 1996.


� Sentencia T-031 de 2016


� Cfr. Sentencia T-194 de 2012 (M.P. Mauricio González Cuervo).
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